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En dónde radica la necesidad y la eficacia de la co nciliación prejudicial como 

requisito de procedibilidad en lo contencioso admin istrativo. 

Resumen 

En la presente investigación se utiliza la metodología de tipo descriptivo -analítico, 

debido a que, en primera medida se consultaron las fuentes que dieron origen a la 

conciliación prejudicial a nivel internacional y posteriormente a nivel nacional, 

verificando su normatividad y los principales pronunciamientos jurisprudenciales, 

se analizaron algunos conceptos contrarios de expertos en el tema referentes a la 

eficacia e ineficacia de la conciliación prejudicial, igualmente se realizaron análisis 

de estadísticas de los informes de gestión otorgados por la Procuraduría General 

de la Nación de los años 2012,2013 y 2014, y finalmente se presenta un concepto 

de si la conciliación prejudicial, es eficaz, eficiente y que si con la misma se ha 

logrado descongestión en los despachos judiciales y ahorro del erario público 

propendiendo por la protección del principio de economía.   

 

Palabras Clave:  conciliación prejudicial, contencioso administrativo, proceso 

administrativo, necesidad, eficacia, economía.  

 

Summary 

The present research used a descriptive methodology - analytical, due to that, in 

the first instance sources that gave rise to preliminary conciliation were consulted 

at the international level and subsequently at a national level, verifying its 

regulations and the principal judicial rulings, it analyzed some contrary concepts of 

experts in the field concerning the effectiveness and ineffectiveness of the 

preliminary conciliation also an analysis of annual statistical reports issued by the 

Attorney-General's Office: 2012, 2013 and 2014, and finally presenting a concept 

of the preliminary conciliation: it is effective, efficient and with that has achieved the  

decongestion in judicial offices and a saving  in public expenditure tending to 

protect the economy from the beginning.  
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La conciliación prejudicial en lo contencioso admin istrativo. 

Se ha observado que en Colombia los estrados judiciales de lo contencioso 

administrativo han estado congestionados por el gran volumen de procesos que 

instauran las personas que se ven afectadas por el Estado, y que una de las 

grandes opciones para aliviar tal congestión es la conciliación prejudicial, por eso 

la pregunta ¿En dónde radica la necesidad y la eficacia de la conciliación 

prejudicial como requisito de procedibilidad en lo contencioso administrativo para 

evitar la interposición de procesos judiciales?, con la solución de la pregunta se 

busca definir, si se está cumpliendo con los propósitos para los cuales fue creado 

este mecanismo de solución de conflictos, entre los cuales están, el de ayudar a la 

descongestión judicial y aplicar los principios de economía y eficacia promulgados 

por el artículo 209 de la Constitución Política.  

 

 A través de la historia se han presentado diversidad de conflictos, creándose 

varios modos para poder solucionarlos, entre uno de los primeros medios para 

solucionarlos se estableció el diálogo, y posteriormente surgieron los medios 

alternativos de solución de conflictos –MASC-, no como un medio para reemplazar 

la justicia ordinaria o administrativa, sino como una práctica obligatoria que 

antecede estos dos procesos, con el ánimo de evitar desgastes administrativos y 

perdidas económicas cuantiosas.  

 

Dentro de esos mecanismos de solución de conflictos la conciliación ha tenido un 

papel muy importante debido a que a través del tiempo ha sido un mecanismo 

mediador para solucionar una gran cantidad de conflictos incluso antes de llegar a 

instancias judiciales, en la cual se han configurado tres figuras intervinientes, las 

partes dispuestas a conciliar y un tercero intermediario guía del proceso 

conciliatorio. Pero los más relevante es que desde sus inicios, como lo es desde la 
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reglamentación de la ley de las Xll tablas se ha observado una fuerza obligatoria 

para las partes en el camino para celebrar el juicio, sin que existiera requisitos 

adicionales para ello (Vado,2002). 

Ahora bien, es preciso mencionar que la “religión” influyente en muchas decisiones 

a nivel mundial, no dejo de expresar su opinión acerca de la conciliación 

prejudicial. Es así que según Osorio (2002) en los pasajes bíblicos del derecho 

canónico, se hace una invitación a las partes para arreglar los conflictos de 

manera amistosa antes de comenzar la Litis, e incluso antes de terminarla.   

En el famoso derecho francés fue adoptado un modelo de conciliación alrededor 

del año 1806, expresamente en el código de procedimiento civil francés,  donde se 

estableció como mecanismo obligatorio la conciliación prejudicial para interponer 

algún proceso. Igualmente es importante indicar que anteriormente en la 

revolución francesa siglo XVlll se estableció un modelo de conciliación de acuerdo 

a lo expresado por Voltaire cuando dos hombres quieren pleitear el uno contra el 

otro, son obligados a irse ante el tribunal de los jueces conciliadores, llamados 

hacedores de paz (Osorio, 2002).  

Ahora bien, en Estados Unidos también se complementó un mecanismo de 

solución de conflictos con el fin de instaurar un proceso judicial. Puesto que según 

Urquidi (1999) es pertinente indicar que en el año 1980 el congreso 

norteamericano da aval para crear en algunas ciudades centros de mediación con 

respaldo del departamento de justicia con el fin de crear arreglos pacíficos que 

sustituyan a los procesos. 

Como se puede evidenciar los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

especialmente la conciliación prejudicial, ha trascendido a nivel mundial. Tal y 

como lo afirman Peñaranda, Mendez y Devis (2012) en su revista Nociones 

generales sobre medios alternativos de gestión de conflictos en Venezuela en “la 

negociación, conciliación, mediación y el arbitraje son alternativas válidas, eficaces 

y eficientes para la resolución de los conflictos, que han ayudado a atenuar las 
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crisis de los poderes judiciales a nivel mundial, logrando en cierta medida el 

descongestionamiento de los mismos” (p.1). 

Igualmente se pudo evidenciar en la siguiente revista crítica que la conciliación 

prejudicial se ha visto implementada en muchos países, se relacionan algunas 

normas:  

“En Argentina, la ley de mediación y conciliación. Ley 24.573. Boletín 

Oficial, 27 de octubre de 1995. Art. 1 : Instituyese con carácter obligatorio la 

mediación previa a todo juicio, la que se regirá por las disposiciones de la 

presente ley.  

BRASIL: El 23/09/96 se sancionó la Ley de Arbitraje N° 9307 y el 24/11/97. 

En el campo de la mediación cabe mencionar el Instituto Nacional de 

Mediacao e Arbitragem - Inama, seccional Sao Paulo. 

CHILE: El arbitraje está normado en El Código de Procedimiento Civil, en el 

Título VIII Del Juicio Arbitral Art. 628 ejusdem. 

COLOMBIA: LEY 640 DE 2001 SOBRE CONCILIACIÓN. Mediante la ley 

se hizo obligatoria la conciliación  acudir a otras instancias judiciales 

ordinarias. 

COSTA RICA: LEY SOBRE RESOLUCIÓN ALTERNA DE CONFLICTOS Y 

PROMOCIÓN DE LA PAZ SOCIAL LEY No. 7727. Publicada en 

1.997.Rescatado de www.econlink.com.ar/node/3074. 

 

Ahora bien, en  Colombia mediante la ley 13 de 1825 se habla por primera vez de 

la conciliación prejudicial como un prerrequisito para interponer demandas ante la 

justicia ordinaria, con ello se buscó generar espacios para solucionar los conflictos 

de manera más amigable, lo anterior conforme a lo dispuesto por doctrinante 

Hernán Fabio López (2004) en su manual procesal de derecho civil.   

Posteriormente con el Código de Procedimiento Civil de 1970, dispone que en los 

procesos ordinarios y abreviados deba surtirse de manera obligatoria la 

conciliación prejudicial. 
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Con la constitucionalización del derecho, especialmente en la constitución de 

1991, se buscó darle solución a la congestión judicial que para ese momento era 

muy visible, se dispuso proponer mecanismos de solución de conflictos para que 

la justicia no se siguiera retrasando, buscando una justicia más eficiente y eficaz 

para todas las personas que quisieran arreglar sus conflictos “buscando que sean 

las mismas partes involucradas en ellos quienes encuentren alternativas sin tener 

que acudir a la jurisdicción y así la solución del suyo sea integral” (Osorio, 2002, 

p28)”. 

Posteriormente las normas de conciliación se intentaron consolidar con el decreto 

1818 de 1998 sin embargo, y de acuerdo a lo dicho por Polo (1999) el Consejo de 

Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado declaró su 

nulidad “solo en cuanto compilaron normas que no podían serlo, por no 

encontrarse vigentes.” 

Después de estos grandes cambios en la conciliación surgió la ley 640 de 2001, 

estableciendo un verdadero procedimiento para la conciliación prejudicial y abierta 

a todas las personas que quisieran conciliar sus conflictos de manera amigable y 

más rápido, buscando también lograr descongestionar en los despachos 

judiciales, posteriormente y en desarrollo a la ley antes mencionada  la 

Procuraduría General de la Nación mediante resolución número 477 de 2001, les 

otorga potestad a algunas entidades para capacitar a los conciliadores con el fin 

de establecer programas y proyectos de seguimiento para lograr de manera más 

ágil los propósitos de este modelo de conciliación.  

Igualmente se establecieron algunos pronunciamientos constitucionales y 

administrativos, de los que vale la pena traer a colación, la sentencia C-1195 de 

2001, indicó que el Ministerio Público, no solo expresa para el campo de lo 

contencioso administrativo, sino para aplicación de todas las ramas del derecho en 

Colombia lo siguiente “Los mecanismos alternativos de solución de conflictos 

están en consonancia con el Preámbulo de la Carta Política y con sus artículos 1º 
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y 2º, en la medida en que facilitan la solución pacífica de los conflictos y hacen 

posible la convivencia y la participación de todos en las decisiones que los 

afectan. Adicionalmente, permiten el acceso a la administración de justicia por ser 

uno de los medios utilizados para descongestionar los despachos judiciales.” 

 

Como se describe anteriormente, desde la misma constitución política en sus 

principios se referencian los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, 

en cuanto afirma que la solución pacifica de los conflictos hacen posible la 

convivencia y la participación de todos en las decisiones que los afectan, claro 

está dicha solución debe estar fundada con prevalencia de la dignidad humana 

como fundadora del estado social de derecho, dándole rango superior al principio 

de solidaridad que busca en sí, el bienestar para todas las personas que habitan 

en Colombia. 

Según el consejo de Estado en sentencia 16251 de 1999, expresa la definición de 

la conciliación como “La conciliación entendida de manera general es la 

concreción de una filosofía de dialogo, concertación y solución civilizada de 

conflictos, fruto del avenimiento y la concordia de las partes, que implica de suyo 

el reconocimiento del otro como forma del accionar social dando origen a la 

verdad jurídica por consenso. Cuando en los procesos contenciosos 

administrativos el estado acude a ella, está cumpliendo con su función originaria 

de paz.”  

Ahora bien, para la Corte Constitucional en sentencia C-160 de 1999 define la 

conciliación como “la conciliación es una institución en virtud de la cual se 

persigue un interés público, mediante la solución negociada de un conflicto entre 

partes, con la intervención de un funcionario estatal, perteneciente a la rama 

judicial o a la administración, y excepcionalmente de particulares.” 

Es así, que la conciliación prejudicial es creada con el fin de que las personas que 

quieren arreglar sus conflictos puedan acudir libremente a la conciliación 
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prejudicial, pues deben ser ellos los únicos interesados en buscar arreglos de 

manera más fácil, para lograr la terminación oportuna y anticipada del proceso 

judicial, ahora bien, es preciso indicar que el conciliador solo cumple una función 

de guía y/o director de la etapa conciliatoria, quien debe estar alejado de todo vicio 

o interés en el proceso, siendo razonable y proponiendo de manera justa formas 

para llegar a una verdadera conciliación. 

En las normas citadas y en las que siguen a continuación se establecieron algunos 

conceptos del significado de la conciliación y el alcance que puede tener, así las 

cosas vale le pena indicar, que la ley 1437 de 2011, mediante la cual se regulan 

las actuaciones de la administración, e incluso la conciliación prejudicial,  refiere 

que se debe aplicar como principios rectores, la igualdad, el debido proceso, 

imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, transparencia, responsabilidad, 

publicidad, eficacia, la coordinación, economía, y celeridad, principios que han 

surgido a través de la historia como obligatorios y en muchas ramas del derecho.  

En la ley 640 de 2001 se establecieron distintas bases para lograr la conciliación 

prejudicial, como mecanismos precursores de una justicia más eficaz y de más 

fácil acceso para cualquier persona residente en nuestro Estado Colombiano.  

Ahora bien, el artículo 64 de la ley 446 de 1998, refiere “la conciliación es un 

mecanismo de resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas  

gestionan por si mismas la solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero 

neutral y calificado denominado conciliador”.  

Igualmente es importante indicar que acuerdo al decreto 1716 de 2009, la ley 640 

de 2001 y el artículo 161 de la ley 1437 de 2011, la conciliación prejudicial en lo 

contencioso administrativo es de carácter obligatorio para interponer los siguientes 

procesos (nulidad y restablecimiento del derecho, Reparación directa y 

controversias contractuales). 
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Frente al órgano competente para dirimir las controversias en materia de lo 

contencioso administrativo, se estableció tal función solo ante al Ministerio Público, 

sobre este punto es importante mencionar lo manifestado por la Corte 

Constitucional en la sentencia C-893 de 2001,  la cual refiere “y ante los 

conciliadores de los centros de conciliación autori zados para conciliar en 

esta materia .”  Fue declarada inexequible, por consiguiente se reafirma que el 

único competente para dirimir los conflictos en lo contencioso administrativo es el 

Ministerio Público.  

Teniendo en cuenta que la función de mediar para realizar las conciliaciones en lo 

contencioso administrativo es de las procuradurías Judiciales Administrativas, la 

ley también establece que dichas conciliaciones también las puede llevar a cabo 

las Procuradurías Delegadas para la Conciliación, tal y como lo refiere la ley 1367 

de 2009, “Por la cual se adicionan unas funciones al Procurador General de la 

Nación, sus Delegados y se dictan otras disposiciones”. 

De acuerdo a la normatividad anterior, la labor de los conciliadores pertenecientes 

al Ministerio Público es muy importante, debido a que la intermediación en procura 

de solucionar los conflictos  busca terminarlos antes de comenzar un proceso 

administrativo, el cual es obligatorio antes de iniciar la litis, que tal y como lo 

dispone el artículo 13 de la ley 1285 de 2009 , el cual refiere “a partir de la 

vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá 

requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 

87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el 

adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” Que mediante 

sentencia C-713 del 15 de 2008, fue declarada exequible.  

Debido a que se ha implementado normativamente como jurisprudencialmente la 

conciliación prejudicial, se ha venido practicando con más frecuencia, y no se 

podía esperar más de la misma, puesto está al alcance de todos las personas, 

como un mecanismo que puede llegar a ser más efectivo, rápido y de bajo costo 
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para dirimir las controversias que se puedan suscitar, obviamente rescatando la 

superioridad de los principios y derechos incorporados en la norma de normas, 

como la seguridad jurídica, al respecto en la sentencia  C-160 de 1999, que como 

magistrado ponente se constituyó Antonio Barrera Carbonell, se entiende que la 

conciliación garantiza la seguridad jurídica sin necesidad de interponer un proceso 

administrativo, debido a que busca la solución de conflictos antes o durante de un 

proceso administrativo, en cuyo caso no se llega al resultado final normal de 

aquel, que es la sentencia.  

 

Igualmente desde Carmelutti ya se tenía la concepción de la conciliación para 

evitar tanto la congestión judicial y como el desborde de gastos que se podría 

presentar al iniciarlo, la autocomposición tiene sobre la composición judicial la 

ventaja de un menor costo, la de un mayor rendimiento desde el punto de vista de 

pacificación de los litigantes, pero no es fácil de conseguir, porque la Litis 

constituye, desde el punto de vista sociológico, una situación poco favorable a la 

composición espontánea. Para facilitarla sirve la intervención de un tercero entre 

los litigantes, que toma el nombre de avenidor o conciliador. (Carnelutti,1952). 

 

Ahora bien, es importante indicar el proceso de la conciliación prejudicial 

practicado en Colombia, es así, que el decreto 1716 de 2009, establece como 

obligatorio implementar un comité de conciliación dirigido por funcionarios de nivel 

directivo, para las entidad estatales a nivel nacional como departamental y 

municipal, como para las entidades que cumplen la función de descentralizadas, 

de acuerdo a todo el proceso señalado por la ley, igualmente este decreto señala 

que dichos comités son creados como una instancia administrativa que realiza los 

estudios pertinentes de análisis y formulación de políticas para prevenir un daño 

antijurídico en defensa de los intereses de la entidad y del erario público del 

Estado. Dentro de dichos comités se decide si conciliar, cómo conciliar, qué 

conciliar y en qué términos, sin que por esas decisiones los funcionarios 
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intervinientes en la conciliación tengan con posterioridad responsabilidad alguna o 

ser acreedores de acciones contra ellos como lo es la acción de repetición. 

 

El comité de conciliación está integrado por los siguientes funcionarios de acuerdo 

a decreto 1716 de 2009 “El jefe, director, gerente, presidente o representante legal 

del ente respectivo o su delegado; el ordenador del gasto o quien haga sus veces; 

el Jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la defensa 

de los intereses litigiosos de la entidad; en el Departamento Administrativo de la 

Presidencia de la República, concurrirá el Secretario Jurídico o su delegado; dos 

(2) funcionarios de dirección o de confianza que se designen conforme a la 

estructura orgánica de cada ente.”  

Dichos comités se reunirán al menos dos 2 veces al mes y una vez se presente la 

petición de conciliación ante la entidad, contando solo con quince 15 días hábiles 

a partir del recibo de la petición de conciliación para decidir sobre el tramite a dar, 

tipificando todo en un acta que será entregada posteriormente ante el funcionario 

elegido para asistir a la conciliación. 

Ahora bien, para presentar la solicitud de conciliación prejudicial ante la 

Procuraduría General de la Nación se deben cumplir con algunos requisitos 

prescritos en la guía para la presentación y trámites de conciliaciones 

extrajudiciales, de los cuales se señalan los siguientes, la designación del 

funcionario a quien se dirige; la individualización de las partes y de sus 

representantes si fuera el caso; las diferencias que se quieren conciliar y los 

hechos en que se fundamentan; la relación de las pruebas que se acompañan y 

de las que se harán valer en el proceso; la estimación razonada de la cuantía de 

las aspiraciones, entre otros. Dicha solicitud de conciliación se debe presentar 

mediante apoderado judicial, por una persona o por un conjunto de personas ante 

el procurador competente de dirimir estas controversias, quienes deberán velar 

por que se cumpla el debido proceso dentro de sus dependencias. Rescatado de 
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http://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/descargas/Conciliacion-en-lo-

Contencioso-Administrativo/Manual/Cartilla_conciliacion02.pdf. 

Después de haber referido la normatividad y aplicación de la conciliación 

prejudicial, es pertinente traer a colación algunos conceptos de la eficacia o 

ineficacia de la misma. Así pues, el profesor Melo (2001), refiere en su escrito 

“conciliación contencioso administrativa” que hay una creencia de que los dineros 

públicos pueden verse afectados en la conciliación prejudicial, sin embargo indica, 

que no se puede partir de la idea de que a través de la conciliación las finanzas 

públicas se van a ver afectadas irregularmente. Otorgándole  con ello un aspecto 

positivo a este mecanismo de solución de conflictos.  

 

Para algunos funcionarios o estudiosos en la materia de conciliación prejudicial, 

esta vía no es la más eficaz ni necesaria para lograr la descongestión judicial y 

mucho menos la protección al erario público, uno de los estudiosos que ha tratado 

sobre el tema aspirante a magister en la Universidad Militar Nueva Granada refiere 

en su artículo lo siguiente: 

 

Cuando una persona debe, responde”;  pero esa concepción riñe con el 

pensamiento generalizado de algunos funcionarios públicos y los 

administradores de justicia según los cuales, es mejor no comprometer por 

esta vía el erario público y esperar por lo tanto una sentencia judicial. Para 

ellos todavía existe, una desconfianza generalizada injustificada, 

determinada por la disposición de los dineros públicos y la suscripción de 

compromisos por parte del Estado. (Dusaan,2009, Pag.2).  

 

Por otra parte Guzmán y García, de acuerdo al análisis que realizaron en su 

trabajo de la conciliación prejudicial en lo contencioso administrativo, infieren que 

la conciliación prejudicial no es eficaz, primero porque al parecer el Estado gasta 

más en los sueldos de los conciliadores y en el mantenimiento de los órganos 

utilizados para tal fin que en el ahorro que se pueda ganar con las conciliaciones y 
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segundo porque ahora no solo se están congestionando los despachos judiciales, 

sino también  la misma Procuraduría. Al respecto Díaz y García (2014) “el 

aplazamiento de las conciliaciones en las procuradurías aparentemente tiene un 

comportamiento ascedente, lo cual lleva a sospechar que quizá se están 

presentando problemas de congestión ahora en dichos despachos” (p 33). 

 

En secuencia de todo lo anterior es válido traer a colación lo expresado por Guerra 

(2014), en su trabajo titulado ineficacia de la conciliación extrajudicial en lo 

contencioso administrativo, en el cual suscribe que la conciliación prejudicial “no 

está cumpliendo con su cometido,  por el contrario se ha convertido en un requisito 

que limita el acceso a la justicia, congestiona los despachos judiciales y genera 

una carga económica para el Estado” (p9). Igualmente indica que “la conciliación 

extrajudicial no tiene el carácter de actividad judicial porque el agente conciliador 

no puede intervenir para imponer a las partes la solución del conflicto además que 

lo procedido ante el Ministerio Público requiere aprobación judicial posterior (p10). 

 

No obstante lo anterior y antes de definir si la conciliación prejudicial es ineficaz 

como se puede extraer de las anteriores definiciones, es pertinente indicar, lo que 

ha mencionado  la Procuraduría General de la Nación a través de los años 2012, 

2013 y 2014, con el fin de establecer si la conciliación prejudicial es realmente 

necesaria y eficaz, si con la misma se ha tenido avances dirigidos a la protección 

del patrimonio estatal y la solución de controversias entre las partes. 

 

Durante el año 2012, vislumbró en al país una gran congestión de los despachos 

judiciales por el gran número de procesos ordinarios interpuestos, la procuraduría 

implementó un plan choque con el fin de incentivar a las entidades estatales a 

conciliar, a continuación se relaciona el resultado obtenido durante el año 2012: 



14 

 

 

Como se pudo evidenciar durante el año 2012 se lograron 3.389 acuerdos 

conciliatorios, lo que significó que se concilió el 7% de las solicitudes admitidas por 

la Entidad, con un ahorro patrimonial para el Estado de más 236.000 millones de 

pesos, como se observa a continuación. (Ordoñez, 2012, pag. 170) 

 

A pesar de haber conciliado solo un 7% de las conciliaciones admitidas, se logró 

un gran ahorro para el Estado de $ 236.000 millones de pesos, lo que demuestra 

que el plan choque implementado por la Procuraduría estaba dando resultados 

positivos. Además de lo anterior, la procuraduría en aras de implementar los 

arreglos pacíficos  ese mismo año postuló un proyecto piloto de conciliación por 

escenarios, con lo que buscaba no solo reducir la congestión judicial, sino también 

los costos que demanda la administración de justicia, seleccionando las entidades 

públicas con mayor número de demandas para incentivarlos a que utilicen la 

conciliación prejudicial,  una de las entidades con gran número de demandas era 

las fuerzas Militares y la Policía Nacional, en el siguiente tema “desde hace varios 

años existe una elevada conflictividad generada por la inaplicación del Índice de 

Precios al Consumidor- IPC, a las pensiones y asignaciones de retiro de los 

miembros de la reserva de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, para los 

períodos 1997, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004. (Ordoñez, 2012, Pag 172) 
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Para arrancar con este plan piloto la Procuraduría tuvo en cuenta el siguiente 

pronunciamiento del Concejo de Estado,  magistrada ponente Rojas (2012) el cual 

refiere, que se constituye una violación al debido proceso las decisiones que 

desconocen el precedente judicial sobre reajuste de asignaciones de retiro y/o 

pensiones con base en el índice de Precios al Consumidor. Señaló, además, que 

el precedente judicial vertical, emanado de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado, es claro al afirmar que los miembros de la fuerza pública tienen derecho al 

reajuste de su mesada pensional. Teniendo en cuenta los anteriores 

antecedentes, se habilitó la celebración de acuerdos conciliatorios masivos sobre 

esta temática, lo que permitió concretar un número aproximado de 60.000 

conciliaciones extrajudiciales en el tema IPC para el año 2013. (Ordoñez, 2012, 

Pag. 173, 174). 

 

Durante el 2013, se siguió con la idea de fortalecer la conciliación prejudicial en 

procura de garantizar el presupuesto estatal, a continuación se relaciona la 

estadística entregada por la Procuraduría durante el año 2013 en su informe de 

gestión respecto la conciliatoria extrajudicial en asuntos de lo contencioso 

administrativo: 
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De acuerdo a lo anterior, durante el 2013 la Procuraduría General de la Nación 

consiguió que se celebraran 5.463 acuerdos conciliatorios, lo que marca un 

incremento porcentual del uso de la figura equivalente al 61,6%, con respecto al 

año 2012, Se destaca también el ahorro para el Estado, cuyo valor ascendió a la 

suma de $241.066.622.368; cifra que también tuvo un aumento en relación con la 

del año anterior, que fue algo superior a los 236 mil millones. (Ordoñez, 2013, 

Pag. 100).  
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Durante el año 2014 la Procuraduría sigue incentivando ese mecanismo de 

solución de conflictos. Al respecto se relaciona cuadro de informe:  

 

 

 

Durante dicho periodo se realizaron 85.270 audiencias conciliatorias, de las cuales 

84.366 fueron prejudiciales y 67 judiciales. Producto de las mismas, se llegaron a 

13.045 acuerdos, que significaron un ahorro para el Estado superior a los 446 mil 
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millones de pesos. De ellas, se destacan las 10.676 prejudiciales realizadas en lo 

contencioso administrativo, que representaron un ahorro para el Estado de 

$424.731.031.656, lo cual indica una cifra histórica en el posicionamiento de la 

figura, dado que se está conciliando un 16.28% de las solicitudes sobre esta 

materia tramitadas en sede de este órgano de control (65.558 en total). Dicho 

resultado marca un relevante incremento porcentual equivalente al 95.5%, con 

relación a los acuerdos conciliatorios logrados en el año 2013 (5.463). (Pag. 13). 

 

Es igualmente importante informar que la Procuraduría General de la Nación no 

solo es un ente conciliador, sino un ente que evita que se sigan propagando la 

interposición de procesos judiciales, un ejemplo de ello es que durante el año de 

2014, gestionó un proceso para lograr con mayor eficacia la terminación de los 

procesos en contra de Colpensiones, es  así que en el informe de gestión de 2014, 

estipula “y en los puntos de atención al ciudadano se les hizo saber la premura en 

la resolución de casos por vía de actuación administrativa de manera oportuna y 

eficaz, de manera que se eviten las reclamaciones ante la justicia ordinaria”.(Pag. 

70). Como se evidencia la Procuraduría busca fortalecer la conciliación prejudicial 

en asuntos de lo contencioso administrativo con el fin de proteger el patrimonio 

público y los intereses colectivos.  

 

Como se puede observar en la conciliación prejudicial de asuntos de lo 

contencioso administrativo en la Procuraduría General de la Nación se celebraron 

10.761 acuerdos conciliatorios incrementándose de manera porcentual los 

acuerdos conciliatorios desarrollados durante el año 2013, en el que se obtuvieron 

7.217. 
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De acuerdo a lo anterior,  se 

indica la comparación años 

2013 y 2014 en ahorros para el 

estado. 

 

Como se pudo observar hay una diferencia bastante amplia del ahorro durante el 

2014, en relación con lo obtenido durante el 2013, el ahorro para el 2014 ascendió 

a la suma de 424.731.031.656, siendo mayor a los 241 mil millones que 

corresponden al año 2013.( Ordoñez, 2014, Pag. 97).  

 

Además de lo anterior, vale la pena mencionar los principales temas  tratados en 

conciliación durante el año 2014 referidos en el informe de gestión de la 

Procuraduría, uno de los cuales es el reconocimiento del Índice de Precios al 

Consumidor (IPC) a las asignaciones de retiro de los exmiembros de la Fuerza 

Pública y funcionarios del Ministerio de Defensa, que al respecto se indicó “De otra 

parte, durante el 2014 se recibieron 593 solicitudes de conciliación por parte de 

exfuncionarios del Ministerio de Defensa, referentes a las diferencias del IPC en 

pensiones; 501 con fórmula de arreglo y 92 sin fórmula de conciliación” (Pag. 97). 
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La procuraduría informa que durante el año 2014, fue aún más eficiente la 

conciliación prejudicial con relación al tema de reconocimiento del IPC a las 

asignaciones de retiro de los exmiembros de la Fuerza Pública y funcionarios del 

Ministerio de Defensa debido a que de 593 solicitudes de conciliación, solo 92 

quedaron sin formula de arreglo. El segundo tema más utilizado en conciliación 

prejudicial indicado en el informe de gestión, fue referente a la “Liquidación de 

prestaciones sociales de funcionarios del servicio exterior en moneda extranjera - 

Ministerio de Relaciones Exteriores” (p97). 

 

Como se pudo evidenciar de acuerdo a los conceptos de la procuraduría y a las 

estadísticas, se afirma que la conciliación prejudicial es necesaria y eficaz en 

cuanto al ahorro que genera para el estado, cada día más propende por proteger 

el principio de economía fundamental para la administración pública. Una prueba 

de ello son los informes de gestión de la Procuraduría General de la Nación de los 

años 2012, 2013,2014,  en los cuales se informa que cada año se buscó incentivar 

a las partes a utilizar este medio alternativo de solución de conflictos, 

adquiriéndose en cada periodo una mayor participación y por lo tanto más ahorro 

para el estado, así como va este proceso las partes van a preferir aún más utilizar 

la conciliación prejudicial antes que irse a un pleito que lo único que plantea son 

perdidas económicas y desgastes administrativo, pues como se observó la 

preferencia de este medio tiende cada vez más a crecer.  

  

De acuerdo a todo lo anterior, se puede decir que la eficacia y necesidad de la 

conciliación prejudicial radica en el ahorro que genera para el estado, además es 

indiscutible que el estado siga propiciando este mecanismo de solución de 

conflictos, y no es porque no le genere buenos resultados, al contrario trae 

consigo un gran ahorro para el mismo, otorgando además un alivio a la vía judicial  

pues le sustrae la carga de administrar gran volumen de procesos. 
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El contenido del presente trabajo busca que sus lectores se incentiven a utilizar 

aún más la conciliación antes de irse a un pleito judicial, evitándoles pérdidas 

económicas, pérdida de tiempo y desgastes administrativos, así como lograr que 

de una manera más ágil y ellos mismos, solucionen sus conflictos propendiendo 

por la paz tan anhelada del país Colombiano.  
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